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El objetivo del trabajo consiste en concienciar al traductor del contexto de la traducción de una 

sentencia de divorcio extranjera desde el punto de vista jurídico. Para ello, se tratarán cuestiones 

de Derecho básicas relacionadas con la eficacia jurídica de las sentencias de divorcio extranjeras 

en el ordenamiento jurídico español. La metodología aplicada es el estudio de la normativa 

aplicable, en especial, el Reglamento del Consejo CE 2201/2003, los convenios bilaterales 

aplicables y las normas de producción interna (arts. 951 - 958 Ley de enjuiciamiento civil de 

1881). Se prestará atención también a aquellas disposiciones legales que hacen referencia a la 

necesidad de traducción de las sentencias extranjeras. 

Palabras clave: traducción jurídica; eficacia jurídica de resoluciones extranjeras en España, 

sentencias de divorcio. 

The aim of this paper is to make translators aware of the legal context in which the translation of 

foreign divorce decrees is embedded. For this purpose, basic issues regarding the legal effect of 

foreign divorce decrees in the Spanish legal system will be examined. The methodology applied is 

a study of applicable regulations, especially Council Regulation EC 2201/2003, bilateral 

agreements and Spanish International Private Law (Spanish Civil Procedure Act from 1881, 

articles 951 - 958.). Special attention will also be paid to rules which refer to the need for 

translation of foreign divorce decrees. 

Key words: legal translation, legal effectiveness of foreign decrees in Spain, divorce decrees. 

 

1. Introducción 
 
La traducción (1) se desarrolla siempre “en un contexto social y con una finalidad determinada” 

(Hurtado Albir 2001: 41). Esta afirmación cobra especial relevancia en el ámbito de la 

traducción relacionada con los servicios públicos (2) por la trascendencia social que esta reviste 

y el efecto directo que produce sobre las circunstancias más personales de los ciudadanos. La 

traducción nunca tiene lugar en un vacío, siempre traducimos para alguien y por algún motivo 

concreto. Cuando la traducción se realiza en aquellas parcelas de los servicios públicos que 

forman parte de nuestro conocimiento del mundo, de nuestra propia experiencia vital, el 

“porqué” de una traducción suele ser más obvio, más palpable o, al menos, más imaginable (por 

ejemplo, traducción en el ámbito sanitario, traducción en un contexto escolar). Sin embargo, 

cuando la traducción se realiza en el campo de la Administración de Justicia, ¿siempre sabemos 

por qué se nos encarga una determinada traducción, qué efectos jurídicos tiene un documento 

extranjero en España y qué efectos tiene su traducción?  

En la presente contribución, nos proponemos contextualizar un caso concreto de 

traducción desde el punto de vista jurídico. Como ejemplo hemos elegido la clase textual 

“sentencia de divorcio”. Según nuestra experiencia, se trata de un encargo frecuente en la 

práctica traductora, dado que los procesos migratorios que han tenido lugar en la última década 

han propiciado también la internacionalización de las relaciones familiares y es relativamente 

frecuente que unos cónyuges que contrajeron matrimonio en España se divorcien en otro país, o 

viceversa (Pérez Martín 2005: 894). En los casos en los que una sentencia de divorcio se ha 

dictado en un Estado extranjero pero se pretende hacer valer sus efectos en España, la sentencia, 
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como es lógico, ha de ser traducida, pero ¿cuál es el valor jurídico de una sentencia de divorcio 

extranjera en el ordenamiento jurídico español? 
 

2. La sentencia de divorcio: conceptos básicos 
 
En el ordenamiento jurídico español, la sentencia de divorcio se define como una resolución 

judicial mediante la que se disuelve el vínculo matrimonial (3). Aparte de disolver el 

matrimonio, la sentencia puede contener también pronunciamientos sobre otros asuntos 

estrechamente relacionados con el divorcio, como son la disolución del régimen económico 

matrimonial, el pago de una pensión compensatoria entre los ex cónyuges o la guarda y custodia 

y el régimen de visita, en caso de que haya hijos comunes.  

En el presente trabajo, nos limitamos a estudiar la eficacia jurídica relacionada con el 

pronunciamiento de divorcio, dejando fuera, por restricciones de espacio, el régimen de 

reconocimiento y ejecución de los demás pronunciamientos (4). Analizaremos diferentes 

supuestos en los que puede ser necesaria que una sentencia de divorcio extranjera tenga eficacia 

en el ordenamiento jurídico español y veremos que, en algunos casos, será necesario que tenga 

fuerza jurídica plena en España (para lo cual precisará del reconocimiento en el ordenamiento 

jurídico español) mientras que, en otros casos, será suficiente su valor como documento que 

informa sobre un hecho. 

 

3. El valor probatorio de la sentencia de divorcio como documento público 
extranjero 

 

Desde el punto de vista meramente documental, la sentencia de divorcio extranjera es un 

documento en el que constan una serie de hechos, una fundamentación jurídica y una decisión 

respecto a la cuestión objeto del procedimiento, el divorcio (Pérez Martín 2005: 893). Es posible 

que se necesite utilizar la información que contiene la sentencia de divorcio para acreditar 

determinados hechos en otro procedimiento judicial o extrajudicial, en cuyo caso la sentencia 

tendría un valor probatorio.  

Si se cumplen determinados requisitos, las sentencias de divorcio extranjeras tienen la 

consideración de documentos públicos extranjeros y se les atribuye la misma fuerza probatoria 

que a los documentos públicos españoles, es decir, su contenido es tenido por cierto salvo prueba 

en contrario (lo que se viene a llamar “fe pública”). De acuerdo con el art. 323 de la Ley 1/2000 

de 7 de enero de enjuiciamiento civil (en adelante LEC 2000), a efectos procesales se 

considerarán documentos públicos los documentos extranjeros a los que, en virtud de tratados o 

convenios internacionales o de leyes especiales, ha de de atribuírseles la fuerza probatoria 

prevista en el art. 319 LEC 2000. En caso de que no sea aplicable ningún tratado internacional ni 

ley especial, un documento extranjero será considerado documento público en los siguientes 

casos:  

- El documento reúne los requisitos de forma exigidos por la ley del lugar de otorgamiento 

para que el documento haga plena prueba en juicio. 

- El documento contiene la legalización o apostilla y los demás requisitos necesarios para 

su autenticidad en España. 

Una vez que se haya constatado el cumplimiento de estas condiciones, los documentos 

públicos extranjeros pueden producir efectos en España. Si se pretende aportar un documento 

extranjero como prueba en un juicio, hay que tener en cuenta que el art. 144 LEC 2000 exige la 

traducción de “todo documento redactado en idioma que no sea el castellano o, en su caso, la 
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lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma de que se trate”. Establece el mismo precepto 

legal que la traducción se podrá hacer privadamente y solo en caso de que alguna de las partes la 

impugna dentro de un plazo determinado, el Secretario judicial ordenará la traducción oficial del 

documento, a costa de quien lo haya presentado. 

En relación con el Registro civil, una sentencia de divorcio extranjero puede tener valor 

como documento que acredita la capacidad de contraer matrimonio. Cuando se quiere contraer 

matrimonio en España y una de las partes ya ha estado casada y se ha divorciado en el 

extranjero, para tramitar el expediente previo a la celebración del matrimonio se ha de aportar, 

entre otros documentos, certificado literal del matrimonio anterior con anotación marginal del 

divorcio o, en su defecto, la sentencia de divorcio con certificación acreditativa de su firmeza
 
(5). 

Establece el art. 84 del Decreto de 14 de noviembre de 1958, por el que se aprueba el 

Reglamento para la aplicación de la Ley del Registro Civil (en adelante Reglamento del Registro 

civil) que no es necesario que tengan fuerza directa en España “las sentencias o resoluciones 

extranjeras que determinen o completen la capacidad para el acto inscribible” (excepto cuando lo 

impida el orden público). En el caso de la acreditación del estado de divorciado, se trata de un 

requisito para demostrar la capacidad para contraer matrimonio, es decir, de dejar constancia de 

la capacidad de un acto inscribible y, por lo tanto, no es necesario otro acto de reconocimiento de 

la sentencia de divorcio por parte de las autoridades españolas (6) (Pérez Martín 2005: 894). 

Como establece el art. 86 del Reglamento del Registro civil,  

 
[c]on los documentos no redactados en castellano ni en ninguna de las demás lenguas oficiales 

en las respectivas Comunidades Autónomas, o escritos en letra antigua o poco inteligible, se 

acompañará traducción o copia suficiente hecha por Notario, Cónsul, Traductor u otro órgano o 

funcionario competentes.  

 

En el caso que acabamos de ver, la acreditación ante el Registro civil del estado de 

divorciado cuando tanto el matrimonio como el divorcio se han producido en un país extranjero, 

la sentencia de divorcio extranjera tiene efectos probatorios sin que sea necesario otro acto de 

reconocimiento por parte de las autoridades españolas. No obstante, en otros casos, la sentencia 

tiene que ser formalmente reconocida para que despliegue la eficacia jurídica pretendida. Hay 

que tener en cuenta que, de acuerdo con los principios generales del Derecho internacional 

público, una resolución judicial u otros actos de autoridad estatal sólo despliegan plena eficacia 

jurídica en el Estado en el que fueron dictados. Por tanto, en principio, la disolución del 

matrimonio solamente es eficaz en el Estado en el que se haya dictado la resolución que acuerde 

la misma. Cuando se pretende la plena eficacia jurídica de una decisión judicial extranjera, esta 

tiene que ser formalmente reconocida en España. Para saber cómo se lleva a cabo tal 

reconocimiento, es determinante, en primer lugar, el país de procedencia de la resolución en 

cuestión.  

 
4. El reconocimiento de sentencias de divorcio dictadas por tribunales de Estados 
miembros de la Unión Europea: el Reglamento CE 2201/2003 

 
Con el fin de crear un espacio de libertad, seguridad y justicia en el que se garantizase la libre 

circulación de las personas, la Unión Europea ha ido elaborando instrumentos normativos para la 

cooperación en materia civil para que lo acordado en uno de los países miembros tuviese eficacia 

en los demás. En la materia que nos interesa, la sentencia de divorcio, es aplicable el Reglamento 

2201/2003 del Consejo de 27 de noviembre de 2003, relativo a la competencia, reconocimiento y 
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ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental (en 

adelante Reglamento CE 2201/2003) En el art. 21.1 se establece con carácter general que las 

resoluciones dictadas en un Estado miembro serán reconocidas en los demás Estados miembros 

sin necesidad de recurrir a procedimiento alguno, es decir, dictada una sentencia de divorcio por 

un Estado miembro (con excepción de Dinamarca), de forma automática producirá sus efectos en 

España. Recurriendo nuevamente a un ejemplo práctico, este efecto de reconocimiento 

automático puede ser importante cuando una persona que se ha casado en España y se ha 

divorciado en el extranjero pretende la actualización de datos en el Registro civil español, es 

decir, pretende la inscripción de la resolución de divorcio extranjera. Señala el art. 83 del 

Reglamento del Registro civil que “no podrá practicarse inscripción en virtud de sentencia o 

resolución extranjera que no tenga fuerza en España; si para tenerla requiere exequátur, deberá 

ser previamente obtenido”. Siendo de aplicación el Reglamento CE 2201/2003, no existe ningún 

obstáculo para la inscripción de la sentencia dictada por un tribunal de un país miembro de la 

Unión Europea ya que expresamente se prevé en el mismo que no hace falta ningún 

procedimiento especial (art. 21.2 del Reglamento CE 2201/2003) (Pérez Martín 2005: 902). 

Si, aparte de este reconocimiento genérico, lo que se pretende es la obtención del efecto 

de cosa juzgada, el Reglamento CE 2201/2003 prevé en el art. 21.1 un reconocimiento incidental 

para hacer valer los efectos de cosa juzgada de una sentencia de divorcio extranjera en el marco 

de otro procedimiento judicial (y cuyos efectos se agotan en el mismo proceso en el que se 

instan), y, en el art. 21.3 en relación con los arts. 28 y ss., el reconocimiento por homologación 

mediante el que se hacen valer los efectos constitutivos y de cosa juzgada de la sentencia de 

divorcio con efectos generales (erga omnes) (López-Tarruella 2006: 112, 113). 
El Reglamento CE 2201/2003 es directamente aplicable en todos los Estados miembros 

de la Unión Europea a excepción de Dinamarca y abarca todas las resoluciones judiciales 

dictadas con posterioridad al 1 de marzo de 2001 (7) en las materias civiles relativas al divorcio, 

la separación judicial y la nulidad matrimonial, así como a la responsabilidad parental. 

El art. 38.2 del Reglamento dispone que los documentos que no se encuentren en el idioma del 

Estado en el que se pretende el reconocimiento o la ejecución de la resolución deben ser 

traducidos “por una persona habilitada a tal fin en uno de los Estados miembros” si así lo 

requiere el juez o el registro lo cual, en la práctica, casi siempre será el caso (Calvo Babío 2007: 

639). 

 

5.  El reconocimiento de sentencias de divorcio dictadas por tribunales de Estados con 
los que España tiene suscrito un convenio bilateral 

 
Si una decisión de divorcio extranjera proviene de un Estado al que no es aplicable el 

Reglamento CE 2201/2003, hay que comprobar, en primer lugar, si existe un convenio bilateral 

aplicable. Como explica López-Tarruella (2006: 115 y ss.), existen numerosos convenios 

celebrados por España con países extranjeros que establecen un régimen especial para el 

reconocimiento de decisiones en materia civil y mercantil. Sin embargo, algunos de ellos 

excluyen de su ámbito de aplicación las crisis matrimoniales y otros han dejado de ser aplicables 

desde la entrada en vigor del Reglamento CE 2201/2003. En la actualidad han de tenerse en 

cuenta la existencia de un convenio bilateral cuando la decisión cuyo reconocimiento se pretende 

ha sido adoptada por tribunales de Suiza (Convenio hispano-suizo de 1896), Colombia 

(Convenio hispano-colombiano de 1908), China (Convenio hispano-chino de 1992), Bulgaria 

(Convenio hispano-búlgaro de 1993), la URSS (Convenio hispano-soviético de 1990) -hoy 

aplicable a la Federación de Rusia- Marruecos (Convenio hispano-marroquí de 1997) y Túnez 
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(Convenio hispano-tunecino de 2001). Constata el mismo autor que, a pesar de las diferencias 

que pueden existir entre estos convenios, todos ellos establecen un procedimiento propio y 

comparten unas características comunes, que son:  

 

- Los convenios solo son aplicables al reconocimiento de resoluciones judiciales, es decir, 

solo podrán aplicarse para hacer valer los efectos de divorcios extranjeros dictados por un 

juez o por una autoridad pública cuya función sea equivalente. 

- Para el reconocimiento de cualquier efecto de la resolución extranjera –cosa juzgada, 

efecto constitutivo o registral- es necesario presentar una solicitud ante los Juzgados de 

primera instancia del lugar donde se debe llevar a cabo la ejecución (con excepción del 

Convenio hispano-ruso, que prevé un reconocimiento incidental ante el encargado del 

Registro civil). 

- La resolución cuyo reconocimiento se pretende debe cumplir una serie de requisitos (por 

ejemplo, debe ser firme en el Estado de origen; no puede ser contraria al orden público 

internacional, etc. (8)). 

 

 Todos los convenios exigen que la sentencia esté debidamente legalizada y traducida 

(López- Tarruella 2006: 117). 

 

6.  Las sentencias de divorcio dictadas por tribunales de otros países: el régimen de 
producción interna 

 

Si no es aplicable el Reglamento CE 2201/2003 y tampoco existe convenio bilateral en la 

materia, el reconocimiento de decisiones extranjeras de divorcio se regula de conformidad con 

las normas de producción interna, contenidos en los artículos 955 a 958 de la Ley de 

enjuiciamiento civil de 1881 (en adelante LEC 1881). Se establecen dos regímenes para 

determinar los requisitos que han de reunir las sentencias extranjeras para tener eficacia jurídica 

en España: el régimen de reciprocidad y el régimen de condiciones. Según el principio de 

reciprocidad, las resoluciones extranjeras tendrán la misma fuerza que se dé en el país de su 

origen a las sentencias dictadas por tribunales españoles. No obstante, en la práctica, por su 

elevada complejidad, el régimen de reciprocidad ocupa una posición residual y los jueces solo 

comprueban de forma general la existencia de reciprocidad negativa, es decir, si en una situación 

similar una resolución española viese denegada su reconocimiento en el Estado extranjero de 

origen de la sentencia (López-Tarruella 2006: 118). De no ser así, se pasa directamente al 

régimen de condiciones previsto en el art. 954 LEC 1881. Según este régimen, las resoluciones 

extranjeras tendrán fuerza en España si reúnen determinados requisitos formales: que la 

sentencia haya sido dictada a consecuencia del ejercicio de una acción personal, que no haya sido 

dictada en rebeldía, que la obligación para cuya cumplimiento se haya procedido sea lícita en 

España, que cumpla determinados requisitos formales en el páis en el que haya sido dictada para 

ser considerada como auténtica, que haya sido competente el juez de origen y que no exista una 

resolución española incociliable o un procedimiento abierto en España sobre los mismos hechos 

(9). El procedimiento mediante el cual se solicita el reconocimiento de la resolución extranjera se 

denomina procedimiento de exequátur, que viene establecido en los arts. 955 a 958 LEC 1881. 

El procedimiento comienza mediante la presentación de un escrito de demanda ante el Juzgado 

de primera instancia del domicilio o de la residencia de la parte frente a la que se solicita el 

reconocimiento o, subsidiariamente, ante el Juzgado del lugar de ejecución o donde la decisión 

extranjera deba producir efectos. Al escrito de demanda debe adjuntarse la decisión extranjera 
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debidamente legalizada y con su correspondiente traducción (art. 956 LEC 1881: “Previa la 

traducción de la ejecutoria hecha con arreglo a derecho [...] el Tribunal declarará si debe o no 

darse cumplimiento a dicha ejecutoria” (10).  

 
7.  Aspectos problemáticos del reconocimiento de determinadas sentencias de divorcio 

 

Dado que puede haber diferencias considerables en la organización administrativa y judicial de 

los distintos Estados, como último apunte queremos hacer una breve referencia a algunos 

problemas particulares que pueden aparecer a la hora de reconocer una decisión de divorcio 

extranjera. En el derecho español sólo cabe el divorcio judicial (art. 89 del Código civil) y no se 

reconoce un “divorcio de hecho” o “divorcio privado” y tampoco un divorcio acordado por 

autoridades públicas no judiciales (Lasarte 2007: 123 y s.). En otros sistemas jurídicos, no 

obstante, es posible un divorcio sin intervención judicial. De entre los divorcios acordados por 

autoridades públicas no judiciales figuran, a modo de ejemplo, los siguientes: divorcios 

acordados por notarios (Cuba, Marruecos, Egipto), alcaldes (Japón), gobernadores civiles 

(Noruega), autoridades administrativas (Dinamarca), Ministerio de Justicia y Asuntos 

Eclesiásticos (Islandia) y autoridades registrales (Méjico) (Calvo Caravaca et al. 2008: 227). 

Cuando la decisión proviene de un Estado al que se aplica el Reglamento CE 2201/2003, la falta 

de intervención judicial no constituye problema alguno, ya que, de acuerdo con el art. 21 del 

Reglamento, se entiende por “órgano jurisdiccional” todas las autoridades de los Estados 

miembros que tienen competencia en la materia, independientemente de que pertenecen o no al 

sistema jurisdiccional de este país (11). Cuando se trata de decisiones no judiciales adoptadas en 

Estados con los que España tiene suscrito un convenio bilateral o en terceros Estados, puede 

haber problemas porque, de acuerdo con el art. 951 LEC 1881 y los convenios bilaterales, son 

solo reconocibles “sentencias firmes”, un requisito que exige la intervención de un juez. No 

obstante, como explica López-Tarruella (2006: 121), según el Tribunal Supremo, a pesar de no 

tratarse técnicamente de resoluciones judiciales, el procedimiento de exequátur resulta aplicable 

si se cumplen determinados requisitos (la autoridad pública extranjera en cuestión está dotada de 

imperium y lleva a cabo una función equivalente a la de los jueces en España) y las resoluciones 

extranjeras no resultan contrarias al orden público internacional español (12).  

 En cuanto a los “divorcios privados” consistentes en acuerdos entre los cónyuges sin 

intervención de autoridad pública alguna, estos no pueden desplegar efectos en España. La única 

solución que les quedaría a las partes sería volver a instar el divorcio ante los tribunales 

españoles siempre que estos puedan ser competentes (López-Tarruella 2006: 122). 

 

8. Resumen y conclusiones 
 
En el presente trabajo hemos pretendido arrojar algo de luz sobre el contexto jurídico en el que 

se inserta la traducción de una sentencia de divorcio extranjera en España. Hemos visto que una 

sentencia de divorcio extranjera puede desplegar diferentes efectos en el ordenamiento jurídico 

español y, según el efecto que se pretenda, se tienen que cumplir unos requisitos determinados. 

Como documento público extranjero, la sentencia de divorcio tiene valor probatorio de los 

hechos que constan en ella, sin que sea necesario un acto de reconocimiento especial por parte de 

las autoridades españolas. Si se pretende, sin embargo, que tenga plena eficacia jurídica en el 

ordenamiento español, es necesario su reconocimiento. Para saber qué procedimiento se ha de 

seguir para el reconocimiento de la sentencia, es importante, en primer lugar, el país del que 

emana. En el marco de la Unión Europea (con excepción de Dinamarca), el reconocimiento 
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genérico de las sentencias extranjeras de divorcio se produce de forma automática, y para su 

reconocimiento expreso se ha establecido un proceso simplificado (reconocimiento incidental 

según el art. 21.1 y reconocimiento por homologación según los arts. 21.3 y 28 y ss. del 

Reglamento CE 2201/2003). En todos los demás países, a falta de un convenio específico en la 

materia, hay que seguir los pasos previstos en la LEC 1881, es decir, se ha de solicitar el 

reconocimiento de la sentencia ante los juzgados de primera instancia a través del procedimiento 

de exequátur.  
 En todos los supuestos en los que se pretende que la sentencia de divorcio extranjera 

tenga algún efecto en España, es necesaria su traducción, como establecen los diferentes cuerpos 

legales estudiados (art. 144 LEC 2000, art. 956 LEC 1881, art. 38 del Reglamento CE 

2201/2003, art. 86 del Reglamento del Registro civil, todos los convenios bilaterales).  

Consideramos que, a través del caso concreto de las sentencias de divorcio extranjeras ha 

quedado patente la gran relevancia que tiene en una sociedad cada vez más internacional la labor 

del traductor para la regulación de las relaciones más personales de los ciudadanos, ya que esta 

labor es condición previa para que unos documentos extranjeros puedan surgir efecto en el 

ordenamiento jurídico español. No obstante, este hecho contrasta con las deficiencias en la 

regulación que aquejan todavía la traducción en el ámbito de la Justicia (como es sabido, hoy por 

hoy todavía no se ha transpuesto en España la Directiva 2010/64/UE del Parlamento Europeo y 

del Consejo de 20 de octubre de 2010 relativa al derecho a interpretación y a traducción en los 

procesos penales, solo existe una proposición no de ley al respecto) y también la traducción 

jurada (acceso a la profesión, exámenes, normas para el ejercicio de la traducción jurada) (véase 

al respecto Vigier Moreno 2010; Gascón Nasarre 2012). Quizá el conocimiento de las 

implicaciones jurídicas concretas que puede tener la traducción en determinados contextos como 

los que se han descrito aquí contribuya a que se otorgue a nuestra labora la importancia que se 

merece. 
 

Notas 

(1) En esta contribución, por “traducción” entendemos tanto a la modalidad escrita como la modalidad oral 

(interpretación). 

(2) Preferimos hablar aquí de “traducción relacionada con los servicios públicos” en vez de “traducción en los 

servicios públicos” ya que el caso al que nos referimos aquí, la traducción de una sentencia de divorcio, no se lleva a 

cabo directamente “en” los servicios públicos, sino que estos son los destinatarios finales de la traducción. 

(3) Para un estudio más detallado de las sentencias de divorcio españolas y un enfoque comparado con las sentencias 

de divorcio alemanas remitimos a Holl 2011a. 

(4) Por tanto, hablaremos siempre de “reconocimiento” de la sentencia de divorcio y no de “ejecución”, ya que las 

sentencias de divorcio no despliegan efectos ejecutivos puesto que agotan su efecto en la declaración del divorcio, 

que tiene efecto constitutivo. No hay nada que ejecutar. Los pronunciamiento ejecutables de las resoluciones de 

divorcio son aquellas que se refieren a la disolución del régimen económico matrimonial, la prestación de alimentos 

o el régimen de visita de los hijos menores (López Tarruella 2006: 110). 

 

(5) Véase a modo de ejemplo la información facilitada en la página web del Gobierno de Aragón respecto al 

Registro civil: 

http://www.aragon.es/DepartamentosOrganismosPublicos/Departamentos/PresidenciaJusticia/AreasTematicas/AJ_A

dministracionJusticia/RegistroCivil/AreasTematicas/zaragoza_capital/ci.02_tramite_matrimonio_con_cita_previa_z

aragoza.detalleConsejo  
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(6) Otro caso distinto sería que el primer matrimonio de una de las partes se hubiese contraído en España y la 

sentencia de divorcio se hubiese dictado en el extranjero. En este caso sí que sería necesario el reconocimiento de la 

sentencia de divorcio extranjera ya que, de lo contrario, se denegaría la inscripción del segundo matrimonio por el 

impedimento de vínculo matrimonial al constar aún vigente en el Registro civil español el primer matrimonio (Pérez 

Martín 2005: 894, 895). 

(7) En el caso de que se pretenda el reconocimiento de resoluciones anteriores a esa fecha, en ausencia de un 

convenio bilateral aplicable, será de aplicación el procedimiento de exequátur dispuesto en los arts. 955 a 958 de la 

Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881. 

(8) Para más requisitos, véase Lopez-Tarruella 2006: 116 y s. 

(9) Aquí solo podemos ofrecer un resumen de las condiciones que tiene que cumplir la sentencia extranjera. Para 

una información más detallada remitimos a López-Tarruella 2006: 118-120. 

(10) Como destaca Pérez Martín (2005: 916, 917), no se declara si la traducción debe hacerse de oficio o a instancia 

de parte pero que, en relación con el art. 144 LEC, parece deducirse que la traducción ha de ser aportada por la 

persona que presente el documento. 

(11) En este contexto, también cabe destacar que el Reglamento se aplica a las resoluciones de divorcio dictadas por 

un órgano jurisdiccional de un Estado miembro, independientemente de cómo se denomine dicha resolución 

(sentencia, auto) (Pérez Martín 2005: 897). 

(12) Para más detalles remitimos a López-Tarruella 2006: 121-122. 
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